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Acontinuación, compartimos el análisis de Gemma Fabregat, Of Counsel de Sagardoy, sobre tres 
sentencias recientes que tratan aspectos relevantes del derecho laboral. Este documento tiene 
como objetivo destacar los aspectos clave de cada resolución y ofrecer una visión clara de sus 
implicaciones prácticas: 

• STS 521/2026, de 11 de junio, rec. 134/2025. Legitimación sindical, implantación 
sindical y representación unitaria y sindical. 

 
• STS de 22 de mayo de 2026, rec. 3239/2025, Pleno de la Sala IV. El nuevo interés 

casacional objetivo en el recurso de casación para la unificación de doctrina. 
 
• STS de 22 de abril de 2026, rec. 83/2025. Incentivos comerciales y penalización 

por cancelaciones de ejercicios anteriores. 

 

 
LEGITIMACIÓN SINDICAL, IMPLANTACIÓN SINDICAL  

Y REPRESENTACIÓN UNITARIA Y SINDICAL 

 

STS 521/2026, de 11 de junio, rec. 134/2025 

La STS 521/2026, de 11 de junio, resuelve el recurso de casación interpuesto por CGT 
contra la SAN 28/2025, de 24 de febrero, que había desestimado la demanda de 
conflicto colectivo formulada contra El Corte Inglés, S.A. Aunque el litigio planteaba 
inicialmente si el art. 34.9 ET obliga a entregar a la representación de los trabajadores 
una copia física o electrónica de los registros de jornada, el TS declara que CGT carece 
de legitimación para reclamar los derechos de información correspondientes a los 
representantes unitarios y a otros sindicatos y desestima la pretensión, dejando 
imprejuzgada la cuestión de fondo. 
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CGT solicitaba, con carácter principal, que la empresa entregase a las personas 
trabajadoras y a su representación legal y sindical una copia física o electrónica de los 
registros de jornada. También pretendía que se declarase contraria a Derecho la 
práctica empresarial consistente en exigir cita previa para consultar los referidos 
registros de jornada, limitar el tiempo de examen de los mismos e impedir la obtención 
de copias. Subsidiariamente, reclamaba que los registros estuvieran disponibles de 
manera permanente e inmediata, sin necesidad de solicitud previa. 

La AN, en instancia, y tras desestimar las excepciones de inadecuación de 
procedimiento, falta de acción, falta de competencia territorial y falta de legitimación 
activa del sindicato demandante, desestimó la demanda al considerar que ni el art. 34.9 
ET ni el acuerdo colectivo aplicable imponían la obligación de entregar copias físicas o 
electrónicas de los registros como pretendía la CGT. Asimismo, rechazó que existiera 
fundamento jurídico para exigir un acceso inmediato y en tiempo real o para que el 
órgano judicial fijase el plazo en el que la empresa debía atender las solicitudes de 
consulta. 

En casación, CGT sostuvo que la expresión «puesta a disposición», contenida en el art. 
34.9 ET e interpretada conforme a la Directiva 2003/88/CE y a la jurisprudencia del TJUE, 
exigía la entrega de una copia física o electrónica. También denunció la existencia de 
retrasos en la atención de las solicitudes de acceso y el deficiente funcionamiento del 
sistema de consulta individual a través de la intranet empresarial. 

Antes de examinar estas cuestiones, sin embargo, el TS se detiene a delimitar y 
diseccionar las distintas pretensiones de la demanda, con el fin de examinar de oficio 
la legitimación de CGT respecto de cada una de ellas. En este sentido, señala que las 
personas trabajadoras, los representantes unitarios -comités de empresa y delegados 
de personal- y los representantes sindicales son sujetos diferentes, titulares de 
derechos de información sometidos a regímenes jurídicos distintos. Y esa distinta 
titularidad no se tuvo en cuenta en la demanda formulada por la CGT cuya pretensión 
se formula de manera indiferenciada, sin separar adecuadamente el fundamento y la 
titularidad de cada uno de los derechos que se reclaman. 

El TS refiere que el eventual derecho individual de las personas trabajadoras a acceder 
a su propio registro quedó fuera del objeto efectivo del procedimiento, al no contener la 
demanda una fundamentación fáctica suficiente sobre el funcionamiento del sistema 
de acceso individual y centrarse en las solicitudes formuladas por sujetos colectivos. 

Respecto estos últimos, recuerda que la implantación de un sindicato en el ámbito del 
conflicto puede resultar suficiente para promover un conflicto colectivo dirigido a 
interpretar una norma o un convenio con efectos generales, pero no cuando se 
reclaman derechos propios de determinados órganos de representación, donde cada 
sujeto únicamente puede ejercitar los derechos de los que sea titular, sin que un 
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sindicato pueda reclamar en nombre de los comités de empresa, de los delegados de 
personal o de otros sindicatos. 

La argumentación expuesta, evidentemente, lleva a la Sala IV a declarar que CGT carece 
de legitimación activa para reclamar el derecho de información correspondiente a los 
órganos de representación unitaria existentes en los distintos centros de la empresa 
demandada, así como para hacerlo respecto los derechos informativos de otros 
sindicatos, como sucedía con las alegaciones relativas a una solicitud formulada por 
LAB en el centro de Bilbao. 

En cuanto al derecho propio de CGT, la sentencia señala que el art. 34.9 ET reconoce el 
acceso a los registros de jornada a las personas trabajadoras y a sus representantes 
legales, pero no atribuye a los sindicatos, por su mera condición de tales, un derecho 
general de acceso. Ese derecho podría corresponder a sus delegados sindicales en 
virtud del art. 10.3 LOLS, que les permite acceder a la misma información y 
documentación que la empresa ponga a disposición del comité de empresa ex. art. 64 
ET. 

Ahora bien, el derecho reconocido por el art. 10.3 LOLS debe vincularse a la existencia 
de concretos delegados sindicales y al ámbito territorial en el que ejercen sus funciones. 
No se trata, por tanto, de un derecho general del sindicato respecto de toda la empresa, 
sino de un derecho asociado a sus órganos de representación sindical en determinados 
centros de trabajo. 

En el caso examinado, CGT únicamente contaba con delegados sindicales del Título IV 
de la LOLS en los centros de El Bercial, en Getafe, y Goya, ambos situados en la 
Comunidad de Madrid. Aunque tenía secciones sindicales en otros centros, no 
constaba la designación de delegados sindicales conforme al art. 10 LOLS. Por ello, el 
eventual derecho de información de CGT quedaría limitado a los dos centros 
madrileños en los que disponía de dichos delegados. Sin embargo, la demanda no 
vinculó la pretensión a esos concretos delegados ni la limitó territorialmente a dichos 
centros, sino que reclamó un derecho general de acceso respecto de todos los centros 
y de toda la plantilla de la empresa en España careciendo de competencia para ello, 
según lo expuesto. 

La Sala IV añade tampoco es posible en este caso estimar parcialmente la demanda, 
restringiendo el derecho a los dos centros madrileños. En primer lugar, porque esa no 
era la pretensión ejercitada. En segundo lugar, porque un conflicto limitado a centros 
situados exclusivamente en la Comunidad de Madrid no excedería del ámbito territorial 
autonómico y, por tanto, la AN carecería de competencia para conocer de él conforme 
al art. 8.1 LRJS. 

Lo anterior lleva al TS a desestimar el recurso con el consiguiente efecto de que no 
prospera la demanda inicial, aunque en este caso lo es por fundamentos distintos de 
los de la SAN 28/2025, de 24 de febrero, por considerar el TS que la sentencia de 
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instancia no debió pronunciarse sobre si el art. 34.9 ET o el acuerdo colectivo obligaban 
o no a la empresa a entregar copias físicas o electrónicas de los registros de jornada, 
sino que esa cuestión debía quedar imprejuzgada ante la falta de legitimación activa de 
CGT. 

La sentencia recuerda así un criterio de especial relevancia procesal, cuál es, el de que 
si bien la implantación sindical puede legitimar la promoción de conflictos colectivos 
de alcance normativo general, esa misma implantación no permite a un sindicato 
reclamar derechos cuya titularidad es propia de otros órganos de representación de las 
personas trabajadoras. Los derechos de información derivados del art. 10.3 LOLS 
deben ejercitarse vinculándolos a los concretos delegados sindicales y al ámbito 
territorial de su representación.  

 

 
EL NUEVO INTERÉS CASACIONAL OBJETIVO  

EN EL RECURSO DE CASACIÓN PARA LA UNIFICACIÓN DE DOCTRINA 
 

 

STS de 22 de mayo de 2026, rec. 3239/2025, Pleno de la Sala IV 

La STS de 22 de mayo de 2026, rec. 3239/2025, dictada por el Pleno de la Sala IV, 
resuelve un recurso de casación para la unificación de doctrina relativo al derecho de 
un trabajador jubilado de Endesa a mantener los beneficios sociales aplicables al 
suministro eléctrico tras la pérdida de vigencia del IV Convenio Colectivo Marco del 
Grupo Endesa. Aunque el litigio planteaba una cuestión sustantiva sobre la eficacia de 
cosa juzgada derivada de una sentencia firme de conflicto colectivo -la SAN dictada en 
los autos 32/2019 y confirmada por la STS 761/2021, de 7 de julio, rec. 137/2019-, la 
principal relevancia de la resolución reside en la doctrina general que establece sobre 
el nuevo régimen del recurso de casación para la unificación de doctrina tras la reforma 
introducida por la LO 1/2025. 

El litigio partía de la reclamación de un antiguo trabajador de Sevillana de Electricidad, 
posteriormente integrado en Endesa, que pretendía conservar los beneficios sociales 
aplicables al suministro eléctrico tras la pérdida de vigencia del IV Convenio Colectivo 
Marco del Grupo Endesa. El trabajador sostenía que esos beneficios no dependían 
únicamente del convenio colectivo, sino también de un acuerdo individual suscrito con 
la empresa con ocasión de su jubilación. 

La sentencia 145/2024, de 1 de abril, dictada por el Juzgado de lo Social núm. 7 de 
Granada en los autos 120/2020, desestimó la demanda al apreciar cosa juzgada, por 
entender que la cuestión ya había sido resuelta en el conflicto colectivo confirmado por 
la STS 761/2021, de 7 de julio. Sin embargo, la STSJ de Andalucía, sede de Granada, 
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1510/2025, de 5 de junio, rec. 1385/2024, estimó el recurso del trabajador, rechazó la 
excepción de cosa juzgada y declaró su derecho a continuar disfrutando de los 
beneficios sociales. El TSJ razonó que esos beneficios no derivaban exclusivamente del 
convenio colectivo, sino también del pacto individual suscrito con la empresa al 
adherirse al ERE. 

Endesa interpuso recurso de casación para la unificación de doctrina, invocando como 
sentencia de contraste la STSJ de Andalucía, sede de Sevilla, 81/2024, de 17 de enero, 
rec. 190/2022. Al tratarse de una sentencia dictada después del 3 de abril de 2025, 
resulta aplicable, en este caso, el nuevo régimen establecido por la LO 1/2025, de 
acuerdo con su disposición transitoria novena, apartado 8, lo que lleva al TS a abordar 
de manera detallada el interés casacional objetivo (ICO) como elemento autónomo que, 
junto con la contradicción, determina en la nueva regulación legal la configuración del 
recurso de casación. 

La separación entre contradicción e ICO constituye el eje central de la sentencia que se 
comenta. La contradicción acredita la existencia de resoluciones judiciales divergentes 
sobre supuestos sustancialmente iguales. El ICO exige, en cambio, justificar por qué la 
intervención del TS resulta necesaria desde una perspectiva que trascienda el interés 
particular de las partes. La reforma refuerza así la función institucional del recurso 
como instrumento de formación, consolidación y evolución de la jurisprudencia, 
evitando que opere como una tercera instancia. 

En el argumentario la Sala distingue entre los requisitos formales extrínsecos y los 
requisitos internos de los escritos del recurso de casación para la unificación de 
doctrina desde la perspectiva de determinar si son subsanables o no, al tiempo que 
sistematiza los tres supuestos de interés casacional objetivo previstos en el art. 219.1 
LRJS, que califica de autónomos y autosuficientes sin perjuicio de poder concurrir 
conjuntamente. Este sistema de admisión de los recursos de casación unificadora se 
califica de respetuoso del derecho a la tutela judicial efectiva según la CE, la Carta de 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea (CDFUE), en interpretación por el TC y el 
TEDH, precisándose, asimismo, que el interés casacional objetivo no altera los criterios 
tradicionales aplicables a las infracciones procesales, manteniéndose una mayor 
flexibilidad en el juicio de contradicción siempre que exista suficiente homogeneidad 
entre las infracciones comparadas (STS 858/2022, de 26 de octubre, rcud. 3164/2019; y 
STS 93/2026, de 28 de enero, rcud. 3654/2024).  

La aplicación de los criterios procesales, en los términos expuestos, al caso que se 
enjuicia, lleva al TS a abordar el fondo del asunto por apreciar tanto la concurrencia de 
contradicción entre la sentencia recurrida y la sentencia de contraste como el interés 
casacional objetivo, por cuanto que la existencia de una amplia cadena de litigios 
semejantes justifica consolidar la jurisprudencia frente a una resolución que se había 
apartado de ella. 
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Al respecto, el TS reitera, en línea con su propia STS 761/2021, que los beneficios 
sociales relativos al suministro eléctrico tenían su origen en la regulación colectiva. Los 
pactos individuales suscritos con ocasión de la jubilación o prejubilación no creaban 
un derecho contractual autónomo, sino que instrumentaban la adhesión del trabajador 
a las condiciones previstas en los ERE, acuerdos y convenios colectivos. La pérdida de 
vigencia del convenio determinó la desaparición de la fuente de esos derechos, sin que 
concurriera condición más beneficiosa, contractualización individual ni renuncia 
prohibida por el art. 3.5 ET, y sin que procediera indemnización por daños y perjuicios al 
no existir incumplimiento culpable de la empresa. La sentencia firme dictada en el 
conflicto colectivo (STS 761/2021) producía efecto de cosa juzgada sobre la 
reclamación individual, solo superable si hubiera existido un contrato privado 
específico, autónomo y desvinculado de la regulación colectiva, circunstancia que no 
concurría en el caso. 

Lo anterior lleva al TS a estimar el recurso interpuesto por Endesa, casar y anular la STSJ 
de Andalucía, sede de Granada, 1510/2025, de 5 de junio, desestimar el recurso de 
suplicación del trabajador y confirmar la sentencia del Juzgado de lo Social núm. 7 de 
Granada, núm. 145/2024, de 1 de abril. 

En definitiva, la sentencia a que se refiere este pronunciamiento es una sentencia 
relevante tanto por el asunto que aborda como también por la interpretación que hace 
el TS del ICO tras la reforma introducida por la LO 1/2025, como condicionante del 
recurso de casación para la unificación de doctrina junto con la ya muy consolidada 
interpretación de la contradicción. 

 

 
INCENTIVOS COMERCIALES Y PENALIZACIÓN  

POR CANCELACIONES DE EJERCICIOS ANTERIORES 

 

STS de 22 de abril de 2026, rec. 83/2025  

La STS de 22 de abril de 2026, rec. 83/2025, examina si una empresa que implanta 
unilateralmente un sistema de incentivos puede incluir, para calcular la retribución 
variable, una penalización derivada de la cancelación de productos comercializados en 
años anteriores. El sistema afectaba a la venta de productos de terceras empresas -
seguros de vida, seguros generales y alarmas- y tomaba como referencia el rendimiento 
neto obtenido por la empresa, descontando el impacto económico de las cancelaciones 
posteriores. 

La recurrida SAN 146/2024, de 8 de noviembre, autos 268/2024, desestima la demanda 
de conflicto colectivo formulada por el sindicato Unió Obrera Balear (UOB), a la que se 
adhirieron diversos sindicatos (SECB, CCOO Sección Caixabank, FeSMC-UGT, ACCAM, 
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SATE, SIB y CSIF), y considera ajustado a derecho el sistema de incentivos aplicado por 
la empresa. A tal efecto razona que el hecho de que el cálculo de incentivos se efectúe 
sobre el rendimiento neto obtenido por la empresa en la comercialización de productos 
de terceros- seguros generales, de vida, y alarmas-, no contraviene precepto legal alguno 
por la circunstancia de que penalice la cancelación de productos contratados en años 
anteriores, toda vez que el sistema de objetivos está fijado de manera clara con 
anterioridad a su devengo, es perfectamente conocido por los trabajadores y no está 
sometido a posibles actuaciones unilaterales de la empresa que impida o dificulte su 
devengo. 

UOB, al amparo del art. 207.e) LRJS, sostuvo que los parámetros eran inseguros, 
ambiguos y dependientes de circunstancias ajenas a los trabajadores. El TS, antes de 
abordar el fondo del asunto, deja constancia expresa de que el argumentario jurídico que 
desgrana el recurso, sin tan siquiera intentar la modificación de los hechos probados de 
la sentencia recurrida, no pasa por razonar sobre la posible infracción de concretos y 
específicos preceptos legales, sino por exponer un discurso generalista sobre la 
ausencia de concreción de los objetivos, su carácter ambiguo y disponible a voluntad de 
la empleadora, la inseguridad, fugacidad y volatilidad de los mismos por su 
sometimiento a sucesos o avatares incógnitos derivados de una penalización 
configurada unilateralmente por la empresa. A lo que añade la invocación de normas de 
derecho civil relativas a la interpretación de los contratos, pese a que se trata de un 
sistema de objetivos establecido de manera unilateral por la empresa, que no es fruto de 
un pacto colectivo o acuerdo individual con los trabajadores. 

Tras evidenciar las incorrecciones del recurso, el TS expone su doctrina sobre la 
retribución variable (SSTS 437/2020, de 11 de junio; 407/2023, de 7 de junio; y 165/2026, 
de 17 de febrero) en el sentido de señalar que los incentivos constituyen un complemento 
salarial vinculado al trabajo realizado o a los resultados de la empresa y pueden utilizarse 
como instrumento de organización empresarial. Cuando el sistema ha sido establecido 
unilateralmente y tiene carácter discrecional y no consolidable, la empresa puede definir 
y modificar los objetivos y el peso atribuido a cada uno de ellos, aunque, evidentemente, 
no como facultad empresarial ilimitada.  

El TS insiste en que en ese ejercicio de la potestad empresarial los criterios no pueden 
ser inalcanzables, irrazonables, arbitrarios, desproporcionados ni contrarios a la 
dignidad o a los derechos fundamentales, ni depender de circunstancias completamente 
ajenas al esfuerzo de los trabajadores (STS de 25 de marzo de 2014, rec. 140/2013). 
Tampoco pueden quedar sometidos a decisiones empresariales incontrolables que 
impidan su devengo por cuanto que si la empresa no fija criterios claros o actúa de forma 
que impide el cumplimiento de la condición, es ella quien responde de esa falta, sin 
poder alegarla frente al trabajador (STS de 9 de julio de 2013, rcud. 1219/2012; STS 
127/2021, de 2 de febrero, rec. 127/2019). 



  
SAGARDOY LEGAL NEWS – JUNIO 2026 8 

 

 

La plasmación de lo anterior a este caso concreto lleva al TS a desestimar el recurso y 
confirmar la sentencia de instancia.  Al respecto se argumenta, de un lado, que más allá 
de que no exista acuerdo colectivo que imponga a la empresa la obligación de tener en 
cuenta determinados parámetros, el mecanismo se sustenta en el rendimiento neto 
obtenido por la comercialización de productos de terceras empresas, quedando 
vinculado a la disminución de ingresos que supone la cancelación de productos 
comercializados en anualidades anteriores, cuya pérdida disminuye las ganancias de la 
empresa. Pero es que además, dice el TS, el modelo de cálculo está fijado objetivamente 
y es perfectamente conocido por los trabajadores con anterioridad a su devengo, sin 
quedar interferido por una posible actuación unilateral de la empresa que condicione su 
cuantía; igualmente está asociado a un parámetro objetivo determinado por las ventas 
alcanzadas y las posibles cancelaciones posteriores; y no se invoca vulneración de 
derechos fundamentales que pusiera en entredicho la actuación empresarial.  

En definitiva, para el TS, en este caso, no cabe apreciar razones para considerar que el 
sistema fuese desconocido, inseguro o incierto, inalcanzable, o fijado de modo 
irrazonable, inidóneo, arbitrario, desproporcionado o con vulneración de la dignidad o los 
derechos fundamentales. 

La Sala no se olvida, por lo demás, de añadir que el recurso incurre en una petición de 
principio o hacer supuesto de determinada cuestión, al construir sus alegaciones a partir 
de unos hechos distintos a los que se han dado como probados en la instancia, 
desplegando sus razonamientos sobre premisas que no coinciden con la crónica judicial 
(STS 62/2024, de 17 de enero, rec. 68/2022), en la medida en que atribuye al sistema de 
incentivos una serie de defectos en su configuración que de ninguna forma se 
desprenden de los hechos que declara probados la sentencia recurrida, sin haber 
intentado ni tan siquiera su modificación para adicionar alguna concreta circunstancia 
que pudiere avalar los vicios y defectos que imputa al procedimiento de cálculo de 
incentivos implementado por la empresa 

En coherencia con lo expuesto, el TS acuerda desestimar el recurso de casación 
interpuesto por UOB contra la SAN núm. 146/2024, de 8 de noviembre, en demanda sobre 
conflicto colectivo núm. 268/2024, seguida a su instancia, a la que se adhirieron el 
Sindicato de Empleados Caixabank SECB, Comisiones Obreras, Sección Caixabank, 
ACCAM, SATE, SIB, CSIF y FeSMC-UGT, contra Caixabank, el Sindicato de Trabajadores 
Organizados Profesionalmente (STOP), el Sindicato Federaciò d’Estalvi de Catalunya 
(FEC) y FESIBAC-CGT; confirmar y declarar firme la sentencia recurrida. 
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